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Cartagena de Indias D. T. y C., NOVIEMBRE de 2020 
 
 
Honorable, 
JUEZ QUINTO (5º) ADMINISTRATIVO ORAL DE CARTAGENA 
DRA. MARIA MAGDALENA GARCIA BUSTOS.  
E.  S.  D. 
 
 

Medio de control REPARACION DIRECTA 

Radicado 13001-33-33-005-2019-00143-00 

Demandante BERNARDA DEL CARMEN HERRERA Y OTROS.  

Demandado MINISTERIO DEL INTERIOR Y OTROS 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA – CONTIENE EXCEPCIONES 
 
 
KATHERINE ANAYA SANTIAGO, abogada en ejercicio, identificada con Cédula de Ciudadanía No. 

1.143.333033 expedida en Cartagena y Tarjeta Profesional No. 218.205 del Consejo Superior de la 

Judicatura, en mi calidad de apoderada judicial de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL –ARMADA NACIONAL- EJERCITO NACIONAL, solicito que se me reconozca 

personería jurídica para actuar en los términos indicados en el poder anexo, conforme al cual, procedo 

a dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, en los siguientes términos: 

 
I. TEMPORALIDAD DE LA CONTESTACIÓN:  

 

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 199 del Código de Procedimiento Administrat ivo y de lo 

Contencioso Administrativo (en adelante CPACA), la notificación del auto admisorio de la demanda se 

realizó el 19 de febrero de 2021, mediante envío al buzón electrónico de la parte demandada, la 

Procuraduría y la Agencia Nacional de la Defensa Jurídica del Estado, donde se adjuntó: copia del 

auto admisorio de la demanda, la demanda y sus anexos.   

En tal sentido, en virtud de lo dispuesto en los artículos 172 y 199 del CPACA, el término para contestar 

la demanda se extiende hasta el día 14 de abril de 2021, por lo que a la fecha, me encuentro dentro 

de la oportunidad legal para contestar la demanda y excepcionar.  

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones, declaraciones y condenas formuladas en la 

demanda, teniendo en cuenta que mi representada no puede responder por el presunto daño causado 

a los  demandantes y menos aún por los hechos ocurridos el 22 de octubre de 1.999, como quiera que 

sobre los mismos, especialmente los concernientes al desplazamiento forzado, se configuró la 

caducidad del medio de control. 
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De igual forma me opongo a la prosperidad de las pretensiones, teniendo en cuenta que no se 

establece con claridad la relación de causalidad existente entre la accionante y los hechos que alega 

frente al actuar de mi defendida. 

 
Lo anterior, aunado a que, en el presente asunto, se configura la causal eximente de responsabilidad 

atinente al hecho de un tercero, como quiera que el perjuicio que presuntamente se ha causado en 

virtud del desplazamiento forzado y demás delitos invocados en la demanda, encontró su origen en la 

incursión de grupos al margen de la ley en el Departamento de Bolívar. 

 
Finalmente, dentro del presente medio de control no se vislumbra el lleno de los requisitos formales 

tendientes a demostrar el daño, lo que claramente impide la prosperidad de las indemnizaciones 

pretendidas. Téngase en cuenta que el daño para ser indemnizable exige entre otros requisitos, el 

denominado de certeza, relacionado con la realidad de su existencia, en consecuencia, se opone a 

cualquier concepto de daño hipotético o eventual. 

 
III. EXCEPCIONES 

 

- DE LA CADUCIDAD POR DESPLAZAMIENTO FORZADO 
 
Se interpone esta excepción en contra de las pretensiones de la demanda, relativas a falla del servicio 

de mis representadas frente a desapariciones forzadas, asesinatos, terrorismo masacres y 

desplazamiento forzado hace más de 20 años en el corregimiento de BAJO GRANDE Municipio de 

San Jacinto – Departamento de BOLIVAR.  

 
Al respecto, el Consejo de Estado ya se ha pronunciado en casos como el presente, donde señaló: 

 

“En efecto, de la lectura de la demanda incoada se concluye que la misma pretende la 

reparación del daño causado como consecuencia de dos hechos: (i) la situación de 

desplazamiento a que se vieron avocados los actores, como quiera que en 1988, 1999 y 2004, 

dada la presión de los grupos armados al margen de la ley EPL, FARC y AUC, tuvieron que 

abandonar el predio rural de su propiedad ubicado en la vereda Tucura, corregimiento de 

Batatas, municipio de Tierralta, Córdoba y (ii) la ocupación del inmueble referido desde el año 

2004 por 43 familias en situación de desplazamiento forzado que, según los actores, están “al 

mando del señor Fernando Pico, lugarteniente del señor Adolfo Paz alias Don Berna” .  

 

4.1 Respecto del primer hecho, de acuerdo con los hechos narrados en el libelo(…) la Sala 

encuentra que en concordancia con el artículo 16 de la Ley 387 de 1997 “por la cual se adoptan 

medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación 

y esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia”, la situación 
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fáctica a la que se alude en la demanda culminó cuando las condiciones de orden público 

dejaron de significar “un riesgo para la seguridad1” de los demandantes.   

 
Lo anterior si se considera que, por mandato legal, la condición de desplazado cesa cuando 

las víctimas pueden volver a su lugar de origen o restablecerse en otro sitio, porque las 

circunstancias de violencia y hostigamiento que generaron el desplazamiento han 

desaparecido.  

 
Al respecto, es razonable concluir que el desplazamiento forzado causa un daño 

continuado que obliga a contar el término de caducidad de la acción, no a partir del día 

en que ocurrió el desplazamiento, sino del momento en que cesa el daño, es decir, 

cuando están dadas las condiciones de seguridad para que se produzca el retorno o el 

restablecimiento de que trata el artículo 16 de la Ley 387 de 1997. De hecho, a esta conclusión 

ya había llegado la Subsección C en auto de 26 de julio de 2011 (expediente 41037, C.P. 

Enrique Gil Botero)2:  

 
(…)el desplazamiento forzado también infringe un daño que es continuado y se extiende en 

el tiempo, como quiera que dicha conducta no se agota en el primer acto de desplazamiento, 

por el contrario, el estado de desplazado continua hasta que las personas no puedan 

retornar a su lugar de origen, es decir, que las causas violentas que originaron el éxodo 

todavía existen, y por tanto, es imposible volver” (negrilla fuera del texto). 

 

Por lo anterior, la Sala estima que en el presente caso la acción se encuentra caducada, 

porque, según lo sostenido en el libelo, en el año 2007 “se normalizó la situación de 

orden público en la región”, es decir, se dieron las condiciones de seguridad para el 

retorno en los términos del artículo 16 de la Ley 387 de 1997, razón suficiente para 

considerar que a partir de ese momento empezó a correr el plazo de dos años previsto 

en el artículo 136.8 del C.C.A. para interponer la acción de reparación directa orientada 

a obtener el resarcimiento del daño causado por el desplazamiento forzado de que 

fueron víctimas los demandantes3.” 

 
En virtud de lo anterior, a pesar de que el desplazamiento se trata de un daño continuado, a este le 

es aplicable el fenómeno de la caducidad.  

 

 
1 CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-737 DE 2010, M.P. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. 

ADEMÁS, TAMBIÉN SE PUEDE CONSULTAR LAS SENTENCIAS T-706 Y T-159 DE 2011, T-737, T-528 

T-515 DE 2010 Y T-1115 DE 2008, ENTRE MUCHAS OTRAS. 
2 CON SALVAMENTO DE VOTO DEL DOCTOR JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA, CONSEJERO PONENTE: STELLA CONTO DIAZ 
DEL CASTILLO, VEINTIDÓS (22) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DOCE (2012),  RADICACIÓN NÚMERO: 23001-23-31-000-2010-00380-01(40177),   
ACTOR: LUIS ANTONIO RODRIGUEZ GARCIA Y OTRO, DEMANDADO: MINISTERIO DE DEFENSA - EJERCITO NACIONAL  
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Es evidente que en la zona que afirman los demandantes haber sufrido desplazamiento forzado, se 

configuraron claras condiciones para que pudiera retornar, dado que el gobierno nacional, creó sendas 

políticas de atención y protección de la población desplazada, restitución de tierras, proceso de justicia 

y paz, entre otros mecanismos, que buscaron el restablecimiento de las condiciones de vida de las 

personas afectadas. 

 

Ahora bien, es sabido que el desplazamiento forzado un delito de lesa humanidad, y por tanto se 

deben tenerse en cuenta consideraciones establecidas por la honorable Corte Constitucional en 

sentencia de unificación SU-254 de 24 de abril de 2013, en la que dijo: 

 

“(…) la Sala Plena precisa que los términos de caducidad para población desplazada, en 

cuanto hace referencia a futuros procesos judiciales ante la jurisdicción contencioso 

administrativa, sólo pueden computarse a partir de la ejecutoria del presente fallo y no se han 

de tener en cuenta trascursos de tiempo anteriores, (…)” 

 

Posteriormente, la misma corte en Auto 182 de 2014, analizó la fecha de ejecutoria de la sentencia de 

unificación SU-254 de 2013, y expuso: 

 

“…En consecuencia, la Secretaría General de la Corte Constitucional, mediante publicación en el 

diario “EL TIEMPO”, el 19 de mayo de 2013 notificó la sentencia SU-254 de 2013, reproduciendo en 

su integridad la parte resolutiva de la misma. 

 

17. Aunado a lo anterior, resulta necesario precisar que, aún y cuando no existe norma expresa que 

señale el término de la ejecutoria de las sentencias dictadas por la Corte Constitucional, de 

conformidad con el artículo cuarto del citado Decreto 306 de 1992,[11]resulta aplicable lo dispuesto 

en el artículo 331 de la norma procesal civil, cuyo tenor literal reza: “ARTÍCULO 331.Modificado por el 

art. 34, Ley 794 de 2003 Ejecutoria. Las providencias quedan ejecutoriadas y son firmes tres días 

después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse 

interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que 

resuelva los interpuestos. No obstante, en caso de que se pida aclaración o complementación de una 

providencia, su firmeza sólo se producirá una vez ejecutoriada la que la resuelva. 

Las sentencias sujetas a consulta no quedarán firmes sino luego de surtida ésta. 

 

En el presente caso, y sin perjuicio de las labores adelantadas por los jueces de primera instancia en 

virtud del artículo 36 del Decreto 2591 de 1991, se puede concluir, de una parte, que la fecha de 

notificación del referido fallo de unificación se remonta al pasado 19 de mayo de 2013 y de otra, que 

dicha sentencia se encuentra plenamente ejecutoriada.” 

http://corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2014/A182-14.htm#_ftn11
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En plena concordancia con lo anterior el Consejo de Estado había  expuesto en sentencia de fecha 

22 de noviembre de 2012, radicación 23001-23-31-000-2010-00380-01(40177): 

 

“En este sentido, la Sala encuentra que en concordancia con el artículo 16 de la Ley 387 de 

1997 “por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la 

atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados 

internos por la violencia”, la situación fáctica a la que se alude en la demanda culminó cuando 

las condiciones de orden público dejaron de significar “un riesgo para la seguridad4” de los 

demandantes.   

 

Lo anterior si se considera que, por mandato legal, la condición de desplazado cesa cuando 

las víctimas pueden volver a su lugar de origen o restablecerse en otro sitio, porque las 

circunstancias de violencia y hostigamiento que generaron el desplazamiento han 

desaparecido.  

 

Al respecto, es razonable concluir que el desplazamiento forzado causa un daño continuado 

que obliga a contar el término de caducidad de la acción, no a partir del día en que ocurrió el 

desplazamiento, sino del momento en que cesa el daño, es decir, cuando están dadas las 

condiciones de seguridad para que se produzca el retorno o el restablecimiento de que trata 

el artículo 16 de la Ley 387 de 1997.” De hecho, a esta conclusión ya había llegado la 

Subsección C en auto de 26 de julio de 2011 (expediente 41037, C.P. Enrique Gil Botero)5 

 
Ahora bien, no debe perderse de vista que recientemente el Consejo de Estado6 mediante Sentencia 

de Sala Plena del 29 de enero de 2020, unificó jurisprudencia respecto al presente asunto, y señaló 

que: 

“(…)a modo de conclusión, la Sección Tercera aclara que, mientras no se cuente con 

elementos de juicio para inferir que el Estado estuvo implicado en la acción u omisión causante 

del daño y que le era imputable el daño, el plazo de caducidad de la reparación directa no 

resulta exigible, pero si el interesado estaba en condiciones inferir tal situación y, pese a ello 

no acudió a esta jurisdicción, el juez de lo contencioso administrativo debe declarar que el 

derecho de acción no se ejercio ́ en tiempo, bien sea al analizar la admisión de la demanda, al 

resolver las excepciones en la audiencia inicial o al dictar sentencia, según el caso.  

Lo expuesto resulta aplicable a todos los asuntos de reparación directa, al margen de que se 

trate de delitos de lesa humanidad o de crímenes de guerra, pues ni el Decreto 01 de 1984 ni 

 
4 Corte Constitucional, sentencia T-737 de 2010, M.P. Mauricio González Cuervo. Además, también se puede consultar las sentencias 

T-706 y T-159 de 2011, T-737, T-528 T-515 de 2010 y T-1115 de 2008, entre muchas otras. 
5 Con salvamento de voto del doctor Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 
6 Consejo de Estado, Sala Plena, 29 de enero de 2020 – Rad. 85001-33-33-002-2014-00144-01 (61.033) 
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la Ley 1437 de 2011 establecen una regla especial frente a estas conductas, salvo lo referente 

al delito de desaparición forzada. 

(…) 

A juicio de la Sala, el término de caducidad de la pretensión de reparación directa no resulta 

exigible en los eventos en los que se afectan de manera ostensible los derechos al debido 

proceso y de acceso a la administración de justicia, por la configuración de circunstancias que 

obstaculizan materialmente el ejercicio del derecho de acción y, por ende, impiden 

agotar las actuaciones necesarias para la presentación de la demanda, dentro de las 

cuales se encuentra la constitución de apoderado.  

 

La Sección enfatiza en que se trata de supuestos objetivos, como secuestros, 

enfermedades o cualquier situación que no permita materialmente acudir a esta 

jurisdicción, pues lo referente a la imposibilidad de conocer la relación del Estado con 

el hecho dañoso no da lugar a la inaplicación de las reglas de caducidad, sino al 

cómputo a partir del momento en el que, dado el conocimiento de los hechos, surge el 

interés para reclamar la indemnización de los perjuicios causados, como se explicó en 

el acápite precedente.  

 

En síntesis, el juez de lo contencioso administrativo debe, excepcionalmente, inaplicar el 

término de caducidad de la pretensión de reparación directa cuando advierta que la no 

comparecencia ante la administración de justicia se encuentra justificada por razones 

materiales, pues el paso del tiempo no puede empezar a correr contra quien no goza del 

acceso efectivo a la administración de justicia, lo cual, se insiste, depende de las 

circunstancias especiales de cada sujeto.” 

 

De acuerdo con lo anterior, en el evento en los que el interesado logró inferir que el Estado estuvo 

implicado en la acción u omisión causante del daño y que le era imputable el daño, y no acudió ante 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo por razones no atribuibles a circunstancias que 

obstaculizan materialmente el ejercicio del derecho de acción , se debe declarar que el derecho de 

acción no se ejerció en tiempo, bien sea al analizar la admisión de la demanda, al resolver las 

excepciones en la audiencia inicial o al dictar sentencia, según el caso. 

 

En el presente caso, tenemos por un lado que los demandantes manifiestan en su escrito que mi 

defendida, fue testigo presencial de los hechos, e incluso indica que colaboró de manera activa en las 

masacres y desplazamientos forzados aquel 22 de octubre de 1999, es decir, que la demandante 

infirió que el Estado estuvo presuntamente implicado en la acción u omisión causante del daño y que 

le era imputable, desde hace más de 20 años; por el otro lado, no prueba de ninguna forma la 

existencia de circunstancias que hayan obstaculizado materialmente el ejercicio del derecho de acción 

en tiempo, de suerte que, conforme a lo señalado por el Consejo de Estado, la caducidad del 

presente asunto ha operado. 

 

Concluye el Consejo de Estado en el análisis pertinente, diciendo que: 
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“En conclusión, en nuestro ordenamiento, frente a la caducidad de la pretensión de reparación 

directa, se encuentra consagrado un supuesto que aplica a todos los eventos, incluidos 

aquellos en los que se invocan delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra, 

relacionado con el conocimiento de las situaciones que permiten deducir la 

participación y responsabilidad del Estado, como supuesto habilitante para exigir el 

plazo para demandar, regla que fue analizada en el numeral 3.1. de la parte considerativa 

de esta providencia.  

Así las cosas, la Sección Tercera concluye que las situaciones que se pretenden salvaguardar 

con la imprescriptibilidad de la acción penal en los delitos de lesa humanidad y los crímenes 

de guerra se encuentran previstas en materia de lo contencioso administrativo al amparo de 

la hipótesis del conocimiento del hecho dañoso y en virtud de lo cual el término de 

caducidad sí debe exigirse en estos eventos, pero a partir de que se advierta que el 

interesado sabía o tenía la posibilidad de advertir que el Estado tuvo alguna injerencia 

en la controversia y era susceptible de ser demandado en los términos del artículo 90 de la 

Constitución Política.” 

Por todo lo anterior, es dable que se declare la caducidad en el presente asunto, ya que no solo se 

superaron los términos establecidos en la sentencia SU-254 de 2013, al haberse radicado la presente 

demanda con posterioridad al 25 de mayo de 2015 (fecha máxima para hacer uso del medio de 

control), sino que también ha quedado en evidencia, en el marco de la SU del 29 de enero de 2020 - 

Consejo de Estado, que la demandante según la demanda, desde hace más de 20 años logró inferir 

que el Estado estuvo presuntamente implicado en la acción u omisión causante del presunto daño que 

pretende que se le repare. Esto, sin perjuicio de que la demandante, aun habiéndose controlado la 

situación de orden público en la zona, decidió no regresar por que logró asentarse y seguir adelante 

con su vida en otra población.  

                                                     

- FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-
EJERCITO NACIONAL – ARMADA NACIONAL. 

 
 

De acuerdo con la demanda, no es dable afirmar que el Ministerio de Defensa Nacional – Armada y 

Ejército Nacional, tenga la función de ejercer labores de seguridad y protección personal por cuanto 

esta se encuentra en cabeza de los organismos de seguridad y de policía. Y por lo tanto mal podría 

endilgarse responsabilidad alguna en los hechos que dieron como resultado las muertes y demás 

hechos del caso en cuestión. 

 
Los actos de desplazamientos forzados, pese a que se perpetraron en muchas regiones debido a 

incursiones violentas de grupos armados al margen de la ley, en la presente demanda, ni siquiera se 

señalan de forma sumaria los hechos en virtud de los cuales, se configuraría la responsabilidad del 

Ministerio de Defensa Nacional, para así, poder defenderse la entidad de los respectivos 

señalamientos. 
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El artículo 217 de la Constitución Nacional, expresamente señala que “La Nación tendrá para su 

defensa unas fuerzas militares permanentes constituidas por Ejercito, la Armada y la Fuerza Aérea. 

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la 

independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional”.  

 
Bajo el sentido Constitucional, no es el Ejército ni la Armada Nacional los llamados a prestar protección 

a los particulares, puesto que la función primordial es la defensa de la soberanía del territorio nacional; 

función muy distante a la guarda personal o escolta de todos los colombianos, la cual está a cargo de 

los distintos organismos de la Policía Nacional, previo estudio de condiciones de seguridad. 

 
En relación con la Legitimación en la causa por pasiva el Consejo de Estado ha dicho7:  

 
“(…) la legitimación en la causa constituye una condición anterior y necesaria, entre otras, 

para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o a las demandadas8. 

Con relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación en la causa, en sentido 

amplio, la jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, como la "calidad subjetiva 

reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso",9 de 

forma tal, que cuando una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez 

adoptar una decisión favorable a las pretensiones demandadas10. 

(…) 

Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que cuando ella falte, bien 

en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria, sino 

desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la 

persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación 

correlativa alegada.” 

“(…)Ahora bien, también ha sostenido la Sala que la legitimación en la causa puede ser de 

hecho cuando la relación se establece entre las partes por razón de la pretensión procesal, es 

decir, de la atribución de una conducta que el demandante hace al demandado en su 

demanda, o material frente a la participación real de las personas en el hecho origen de la 

formulación de la demanda, independientemente de que dichas personas hayan demandado 

o hayan sido demandadas, por lo cual la ausencia de esta clase de legitimación, no constituye 

una excepción de fondo porque no enerva la pretensión procesal en su contenido, sino que 

es una condición anterior y necesaria para dictar sentencia de mérito, sin que el estar 

legitimado en la causa otorgue el derecho a ganar, lo que sucede aquí es que si la falta recae 

en el demandante, el demandado tiene derecho a ser absuelto, no porque él haya probado un 

hecho que enerve el contenido material de las pretensiones, sino porque quien lo atacó no es 

la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo – no el procesal –; si la 

falta de legitimación en la causa es del demandado al demandante se le negarán las 

pretensiones, no porque los hechos en que se sustenten no le den el derecho, sino porque a 

quien se las atribuyó no es el sujeto que debe responder, y, por eso, el demandado debe ser 

absuelto.”12 

 
En ese sentido, al no mediar prueba por parte del demandante respecto a las presuntas las acciones 

u omisiones en que incurrió el Ministerio de Defensa Nacional – Ejército y Armada Nacional en los 

 
7 Posición reiterada en sentencia de 25 de mayo de 2011, expediente: 20146; 19 de octubre de 2011, expediente 19630. 
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hechos en los cuales se funda la demanda, es dable que el despacho declare la prosperidad de la 

presente excepción.  

 
- EXCEPCIÓN DE EXISTENCIA DE POLÍTICAS GUBERNAMENTALES FRENTE A LA 

REPARACIÓN POR DESPLAZAMIENTO FORZADO 
 

De acuerdo con las Leyes 975 del 2005 y 1448 del 2011, el Gobierno Nacional ha implementado 

políticas de indemnización para los desplazados por la violencia en Colombia. 

 

La población desplazada por la violencia para obtener el derecho a la reparación tiene diferentes vías 

institucionales: de un lado, el acceso a la reparación a través de la vía judicial penal, regulada por la 

Ley 975 de 2005 para los procesos penales llevados a cabo dentro de la jurisdicción de Justicia y Paz, 

mediante un incidente de reparación integral de los daños causados; de otro lado, la vía judicial 

contencioso administrativa; y finalmente la vía administrativa. 

 
La Corte Constitucional se refirió a la aplicación del Decreto 1290 de 2008, sobre reparación individual 

vía administrativa. En esta providencia la Corte aclaró lo siguiente: que tal normatividad (i) comprendía 

regulaciones dirigidas a la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no 

repetición, (ii) colocaba en cabeza de Acción Social el programa de reparación individual, (iii) 

establecía el principio de solidaridad como base de la reparación individual administrativa por 

violaciones de los derechos fundamentales de las víctimas atribuibles a grupos armados al margen de 

la ley, (iv) estipulaba quiénes eran destinatarios o beneficiarios de tal derecho, y (v)  establecía cuáles 

eran las medidas de reparación, (vi) cuáles eran los diferentes programas de los distintos organismos 

del Estado que debían hacerse cargo de esas medidas, y (vi) cuáles eran los trámites y plazos para 

el reconocimiento de la indemnización, entre otras disposiciones.8 

 

En sentencia de Acción de tutela T-458 de 2010 la Corte Constitucional se refirió a las distintas vías 

institucionales para obtener el derecho a la reparación.  

 

En primer lugar, mencionó la vía judicial penal regulada por la Ley 975 de 2005, para los procesos 

penales llevados a cabo dentro de la jurisdicción de Justicia y Paz, a través de un incidente de 

reparación integral de los daños causados, siendo los victimarios los primeros obligados a reparar a 

las víctimas, subsidiariamente y de manera solidaria el grupo criminal al que pertenezcan los 

perpetradores del ilícito y, residualmente, el Estado. 

  
En segundo lugar, se refirió a la vía administrativa regulada hasta ese momento por el Decreto 1290 

de 2008 a través del programa de reparación individual vía administrativa para las víctimas de grupos 

 
8 T-222 de 2008  
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armados al margen de la ley, recordando la obligación del Estado de facilitar el acceso de los 

accionantes a la reparación tanto por la vía judicial como por la vía administrativa. En este sentido, 

enfatizó la Corte que las entidades encargadas “no pueden imponer requisitos que impliquen para las 

víctimas una carga desproporcionada, porque no puedan cumplirlos, porque su realización 

desconozca la especial protección constitucional a la que tienen derecho, o porque se vulnere su 

dignidad. No obstante, las víctimas conservan la obligación mínima de presentarse ante la entidad 

correspondiente y solicitar el acceso a los programas.” (Énfasis de la Sala) 

  
Así mismo, en este pronunciamiento la Corte reiteró los criterios fijados por la sentencia C-1199 de 

2008, en cuanto a la diferenciación entre las medidas de reparación y las medidas de otros programas 

sociales que presta el gobierno de manera ordinaria en materia de políticas públicas de vivienda, 

educación y salud, y de la asistencia humanitaria en caso de desastres. Lo anterior, sin perjuicio de la 

necesaria complementariedad que debe existir entre estas medidas. 

 
Precisamente, sobre la complementariedad de las medidas, en la SU-254 de 2013 se dijo: 
 

“(…)en concordancia con lo dispuesto por la sentencia C-099 de 2013, que declaró exequibles 

los incisos 2 y 3 del artículo 132 de la Ley 1448 de 2011, en el entendido que en el caso de 

los daños causados por crímenes de lesa humanidad, como el desplazamiento forzado, que 

sean atribuibles a agentes del Estado, no podrá entenderse que la indemnización 

administrativa se produce en el marco de un contrato de transacción, pudiendo descontarse 

de la reparación que se reconozca por vía judicial a cargo del Estado, los valores pagados por 

concepto de reparación administrativa. (Negrillas fuera de texto) 

 
En tal virtud, se solicita para todos los efectos y si se llegare a reconocer por vía judicial algún tipo de 

reparación a cargo del Estado, descontar los valores que hayan sido pagados por concepto de 

reparación administrativa. 

 
- HECHO DE UN TERCERO 

 
Al demostrarse que la entidad demandada no es responsable de la conducta asumida por un tercero 

que no tiene ninguna relación con la entidad, por tanto un elemento de ruptura del nexo causal en el 

caso que nos ocupa.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, no surge del análisis de los hechos alguna intervención del Estado 

para poder predicar su responsabilidad por los perjuicios causados a los demandantes bajo ningún 

régimen de responsabilidad, toda vez que la prueba allegada hasta el momento, permite concluir que 

el supuesto desplazamiento, se produjo por la acción de grupos al margen de la Ley. 

 

El Hecho De Un Tercero, Causa Real, Directa Y Eficiente Del Daño 
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Teniendo en cuenta la forma como se desarrollaron los hechos, no es posible atribuir responsabilidad 

alguna a la entidad demandada, toda vez que el daño fue causado por un tercero.  Si bien es cierto 

que el Estado, tiene una función preventiva y sancionadora en relación con los hechos punibles, no 

puede concluirse que sea responsable de su comisión en todos los eventos; ya que son imputables a 

él solo cuando han tenido como causa la acción u omisión de uno de sus agentes, o facilitada por la 

omisión en el cumplimiento de un deber concreto de la administración, o tuvo como causa la 

realización de un riesgo creado lícitamente por ella. 

 

El hecho de un tercero como causal de exoneración consiste en la intervención exclusiva de un agente 

jurídicamente ajeno al demandado, en la producción de un daño. 

 

De otro lado determinar la presencia o no de la falla en el servicio impone conocer los alcances de la 

obligación legal impuesta a la administración, precisando la forma como el Estado debió haber 

cumplido con sus obligaciones y que permitan calificar la conducta de la administración como 

anormalmente deficiente.  

 

Los daños sufridos por los actores tuvieron como causa directa la acción de un tercero, el daño no se 

originó en la prestación inadecuada del servicio, sino del hecho exclusivo de un tercero, ya que es de 

conocimiento nacional e internacional que los grupos terroristas y guerrilleros tienen azotado al país 

con su actuar delictivo y que muchas veces se sale del control estatal sus acciones.  

 

Como se puede evidenciar no se dan los presupuestos para declarar la responsabilidad de mi 

representada por que existe el rompimiento del nexo causal exonerativa del HECHO DE UN 

TERCERO. 

 
- FALTA DE LOS ELEMENTOS NECESARIOS DE IMPUTACIÓN 

 
En el proceso, no hay elementos de juicio suficientes que conduzcan inequívocamente a establecer la 

responsabilidad de la entidad demandada. 

 
- Y LA INNOMINADA:  
 
Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho y/o derecho que resulte probada en el 

presente proceso y que beneficie los intereses de la entidad que represento. 

 

Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los hechos que resulten probados y que 

contribuyan una excepción de fondo.  

 

Las demás que considere el despacho. 
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IV. EN CUANTO A LOS HECHOS: 

 
El Código General del Proceso establece: 

Artículo 82. Requisitos de la demanda. 

Salvo disposición en contrario, la demanda con que se promueva todo proceso deberá reunir los 

siguientes requisitos:  

(…) 

5. Los hechos que le sirven de fundamento a las pretensiones, debidamente determinados, 

clasificados y numerados.  

El C.P.A.C.A, en el mismo sentido expone: 

Artículo 162. Contenido de la demanda.  

Toda demanda deberá dirigirse a quien sea competente y contendrá:  

(…) 

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente determinados, 

clasificados y numerados. 

Las normas anteriores exigen que solo se plasmen en el escrito de demanda los hechos que sirven 
de fundamento a las pretensiones, en virtud de lo que la suscrita apoderada se pronunciará de la 
siguiente forma: 
 
FRENTE A LOS HECHOS:  

 

- NO ME CONSTAN Se trata de manifestaciones, apreciaciones y consideraciones, realizadas por 

el apoderado del demandante y por lo cual deberán probarse en el transcurso del proceso por la 

parte demandante. Además, se incluyen hechos ocurridos en múltiples años que ni siquiera son 

objeto de pretensión en el presente asunto.  

 
- Aunque en los hechos de la demanda se señala las circunstancias por las cuales la demandante 

tuvo que desplazarse, no se relaciona evidencia alguna para que le sea imputable al Ministerio de 

Defensa Nacional dicho desplazamiento. 

 
- NO EXISTE PRUEBA frente a los hechos que presenta la demandante como víctima de 

desplazamiento forzado.  

 
Al respecto, ha dicho el Consejo de Estado que: “… al margen de esos beneficios, la condición de 

desplazado la tiene quien se vea obligado a migrar internamente en las circunstancias y por los 

motivos señalados en la ley, porque, se reitera, ser desplazado es una situación fáctica y no una 

calidad jurídica.9 (Resalta la Sala). Para esa alta Corporación es claro que  ser desplazado es una 

 
9 Sentencia SI 00213-01 DE 2006 S3. Enero veintiséis (26) de dos mil seis (2006). 
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situación fáctica y no una calidad jurídica que se adquiera con la inscripción en una lista oficial o 

por el hecho de recibir atención humanitaria estatal10.” 

 
A su vez, la Corte Constitucional en la decisión del 4 de septiembre de 2010 T-702/1211 resaltó la línea 

jurisprudencial que ha desarrollado dicha Corporación en cuanto a la condición del desplazado, 

destacando lo siguiente: 

 
“Acerca de la condición de desplazamiento forzado por la violencia y el reconocimiento por 

parte del Estado de dicha condición, la jurisprudencia de la Corte ha expresado en múltiples 

pronunciamientos, que el desplazamiento es una situación de hecho o fáctica, y que el registro 

único de población desplazada no constituye un requisito constitutivo de la condición de 

desplazamiento, sino un requisito administrativo de carácter declarativo, que provee prueba 

de la calidad de desplazado.12   

 

A este respecto, la Corte ha expresado que “la condición de víctima es una situación fáctica 

soportada en el padecimiento, no en la certificación que lo indique, tampoco en el censo que 

revela la magnitud del problema. Sin perjuicio de la utilidad que las certificaciones y censos 

pudieren prestar en función de la agilidad y eficacia de los procedimientos”.13 

 

Por tanto, la condición de desplazado se adquiere de facto, y no depende de la certificación 

que respecto de esta condición realice la autoridad competente,14 ya que tal condición se 

encuentra determinada por elementos fácticos y objetivos, tales como la coacción o violencia 

como causa del desplazamiento, y el que la migración sea interna o se realice al interior del 

Estado, entre otros. Por tanto, del hecho fáctico y objetivo del desplazamiento forzado se 

deriva el derecho a reclamar y recibir los beneficios que conllevan las garantías 

constitucionales y legales consagradas para las víctimas de este grave delito, y no de la 

certificación o inscripción que realice la administración acerca de tal condición, la cual se lleva 

a cabo con el fin de realizar un censo de estas víctimas y de esta manera racionalizar, 

encauzar y optimizar los recursos y el diseño e implementación de las políticas públicas de 

atención integral de dicha población en condiciones de extrema vulnerabilidad.”15  

 

- No se aportan las pruebas que permitan demostrar la imposibilidad de retorno al lugar donde 

habitaba habitualmente, y presuntamente fue desplazada.  

 

En virtud de todo esto, debe ser probado por parte del demandante las circunstancias en los cuales 

fundamenta la responsabilidad de mis representadas. 

 
 
 
 

 
10 Sentencia SI 00213-01 DE 2006 S3. Enero veintiséis (26) de dos mil seis (2006).Caso del desplazamiento de la Gabarra.  
11 Corte Constitucional. Sentencia  T -702 de 2012 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
12 Ver entre otras las Sentencias T-397 de 2009 y T-541 de 2009, ambas M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt  
13 Corte Constitucional. Sentencia T-188 de 2007, M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
14 Ver Sentencias T-227 de 1997, M.P. Alejandro Martínez Caballero,  T-327 de 2001, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T- 1346 de 
2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil.” 
15  Estos criterios han sido reiterados por la Corte en múltiples pronunciamientos, tales como en las Sentencias T-327 de 2001, M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra; T-268 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; T-025 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa; T-740 de 2004, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-1094 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-175 de  2005, M.P. 
Jaime Araújo Rentería; T-328 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-468 de 2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; T-821 de 

2007, M.P. Catalina Botero Marino; T-328 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-496 de 2007, M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-1095 
de 2008, M.P. Clara Inés Vargas Hernández; y T-042 de 2009, M.P: Jaime Córdoba Triviño; entre otros. 
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V. ARGUMENTOS JURIDICOS DE LA DEFENSA 
 
DEL DEBER DE PROTECCION 
 
El Honorable Consejo de Estado ha contemplado que si no ha existido requerimiento previo a las 

autoridades de protección no puede existir condena de la nación en consideración al carácter relativo 

de la falla del servicio. Al respecto ha manifestado: 

 
“En estos casos la Corporación ha reiterado que el Estado no está forzado a prestar amparo 
especial a sus funcionarios cuando estos no lo solicitan, pues la obligación protectora del 
Estado no va hasta asignar oficiosamente un escolta por cada agente suyo. En esa medida, 
de no estar probada en forma expresa la petición en torno a la seguridad, no puede inferirse 
la responsabilidad de la Administración. Si no se demuestra que se ha solicitado dicho amparo 
no puede pretenderse atribuir responsabilidad alegando que la entidad requerida hizo caso 
omiso a la petición, pues ella no tuvo conocimiento de la misma. Tampoco podría imputarse 
una posible deficiencia en la seguridad, extendiendo el deber de las autoridades a una misión 
objetiva de resultado: que no se produjera ningún acto que afectara el orden social, deseo si 
bien loable dentro de cualquier sistema de gobierno, imposible de lograr, ni siquiera con los 
mayores esfuerzos y extremas medidas, a costos inimaginables4.” 

  
Preciso es advertir, que si bien es cierto, cuando hay uso adecuado y oportuno de los recursos y 

medios públicos destinados a la protección ciudadana, y a pesar de ello se producen daños, no se 

puede deducir inexorablemente responsabilidad patrimonial de la Administración, teniendo al Estado 

como un asegurador general obligado a reparar todo daño, en toda circunstancia”16 

 
En la demanda que se presenta no existe prueba que acredite que al Ministerio de Defensa ni a la 

Policía Nacional se le solicitó protección por parte de los demandantes y que estos recibieron la 

solicitud o que se negaron a tramitarla. 

 
DE LOS ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD – FALLA DEL SERVICIO. 
 
En la teoría de responsabilidad del Estado se requiere para que se configure los siguientes requisitos: 

 

• Una actuación de la administración calificada de irregular por omisión o por acción tardía o 

defectuosa, denominada como culpa, falta o falla del servicio.  

 

• Un daño o perjuicio que reúne las características de cierto o real, especial, anormal y que 

refiera a una situación jurídicamente protegida pues es lógico que quien se encuentra en una 

situación ilegal debe correr los riesgos que ella produzca.  

 

 
16 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 21 de abril del 2004. Expediente 1994-02283. M.P. Ramiro Saavedra 

Becerra. 
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• El nexo causal entre el daño y la actuación, es decir que el daño debe ser efecto o resultado 

de aquella actuación imputable a la administración, la cual debe ser actual o próxima, 

determinante del daño y apta e idónea para causarlo.  

 
Con relación al primero de estos elementos tenemos que se demanda por el presunto desplazamiento 

forzado de los accionantes. 

 

Con relación al segundo de estos elementos se observa que los perjuicios ocasionados a la población 

fueron causados por el actuar de los grupos al margen de la Ley y no por el actuar de la fuerza pública, 

configurándose el hecho de un tercero. 

 

Y con relación al tercero de estos elementos, es bien sabido que  el artículo 90, inc. 1º de la Carta 

Política, exige - en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado -, que los daños 

antijurídicos sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, con lo cual se 

refiere al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica.   

 

De allí que el elemento indispensable - aunque no siempre suficiente - para la imputación, es el nexo 

causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o 

en nexo con él. 

 

Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al Estado, circunstancia que 

se constituye en condición sine qua non para declarar la responsabilidad patrimonial de este último. 

 

De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para la imputación, es el nexo 

causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el efecto del primero. 

 

Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, en cuanto exige 

—en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños antijurídicos sean 

“causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, está refiriéndose al fenómeno de la 

imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 

 
“...para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la imputatio facti; es decir, la 
relación de causalidad entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio juris, esto 
es, una razón de derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la víctima 
se desplace al patrimonio del ofensor”. (Rodrigo Escobar Gil. Teoría general de los contratos 
de la administración pública. Legis, pág. 259) 

 
Leguina lo expresa de esta manera: 



 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - DIRECCION DE ASUNTOS LEGALES  

GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL – SEDE BOLIVAR 
_____________________________________________________________________________________________________________ 

16 

 
“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es que el ente tenga la titularidad del 

servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios”.( Ibídem, pág. 169). 

García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de imputación del daño a la 

administración” y, entre ellos se ocupa de “la integración del agente en la organización o actividad” —

por la cual se ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la fórmula 

legal, es obvio que la cobertura de la administración no puede ser indefinida entre estos casos, de 

forma que alcance a los daños puramente personales del agente “puesto que “El fenómeno de 

imputación a la administración de la conducta lesiva de las personas que emplea se detiene, 

naturalmente, en los límites del servicio público, que es la referencia que la ley utiliza, excluyendo la 

actividad privada de aquellos”. (Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández. Curso de 

Derecho Administrativo. Editorial Civitas, volumen II, pág. 389.).- 

 
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o 

en nexo con él. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de estado- Sección 

tercera.) 

 
REQUISITOS DE LA POBLACION DESPLAZADA 
 
Para tener derecho a los beneficios dispuestos en la ley 387 de 1997, se requiere que el beneficiario 

presente una declaración de los hechos del desplazamiento forzado ante las entidades autorizadas 

por la ley y de esta forma se pueda realizar la respectiva inscripción en el RUPD, tal y como lo dispone 

el artículo 32 de la citada ley 387. 

 

Se insiste que respecto a la reparación de las víctimas se establecieron dos mecanismos de reparación 

por vía administrativa y por vía judicial, por lo cual deberá corroborarse con la Unidad de Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas si la señora Josefa Maria Perez Estrada ya fue reparada, de 

conformidad con lo expuesto por el honorable Consejo de Estado en sentencia de fecha 5 de febrero 

de 2015, radicación: 11001-03-15-000-2014-03343-00, Consejero Ponente: MARIA ELIZABETH 

GARCIA GONZALEZ 

 
“… La Sala advierte que el Gobierno Nacional ha implementado dos mecanismos para 
garantizar la reparación a las víctimas del conflicto armado, en cumplimiento con lo ordenado 
en diferentes instrumentos internacionales, los cuales son: i) por vía judicial, mediante la Ley 
975 de 2005 (incidente de reparación) y ii) por vía administrativa… La reparación por vía 
administrativa, fue regulada inicialmente por el Decreto 1290 de 2008, por medio del cual se 
pretende implementar un procedimiento administrativo que permita a los afectados obtener 
una reparación de manera anticipada. Posteriormente, en virtud de la Ley 1448 de 2011, por 
la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 
conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones, se reguló, entre otros aspectos, todo 
lo relacionado con la reparación de las víctimas del conflicto armado, entendida ésta como 
todas aquellas medidas tendientes a lograr la restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición, ya sea, individual, colectiva, material, moral o 
simbólica. En el caso concreto, se advierte que lo pretendido por la actora es el reconocimiento 
de la indemnización administrativa, la cual está consagrada en el artículo 132, ibídem, que le 
impone la obligación al Gobierno Nacional de reglamentar el trámite, procedimiento, 
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mecanismo, montos y demás parámetros para el otorgamiento de la misma. En virtud del 
anterior mandato, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 4800 de 20 de diciembre de 2011, 
mediante el cual se establecieron los mecanismos para la implementación del programa de 
reparación a las víctimas creado por la Ley 1448 de 2011, y a su vez, derogó el Decreto 1290 
de 2008… El Decreto 4800 de 2011, en el Título VII, Capítulo III , reguló lo relacionado con la 
indemnización administrativa, la cual estará a cargo de la UARIV, quien se encargará de 
administrar los recursos destinados para dicho fin. NOTA DE RELATORIA: En lo relacionado 
con el derecho a la reparación de las víctimas del conflicto armado, consultar sentencia del 4 
de mayo de 2011, exp. 2011-00109-01. Ahora bien, en lo atinente a la protección vía tutela 
del derecho a la reparación a las víctimas del conflicto armado, ver sentencia del 1 de 
diciembre de 2011, exp.2011-02421-01. Ambas sentencias de esta Corporación.” 

 
INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 
 
Ahora bien, los elementos que de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina, son indispensables para 

que pueda aceptarse la Falla en el servicio son: a) una falta o falla del servicio a cargo de la 

administración, que bien puede ser por omisión, retardo, irregularidad, ineficacia, ausencia, etc.; b) un 

daño indemnizable, esto es, que sea cierto, determinado o determinable y; c) una relación de 

causalidad entre estos dos anteriores. Esa responsabilidad se puede desvirtuar con la demostración 

de la existencia de una causa exonerativa de responsabilidad como la culpa de la víctima, la fuerza 

mayor o el hecho de un tercero. 

 
SOBRE EL HECHO DETERMINANTE. 
 
De lo visto en la demanda, no obra ningún medio de convicción que pruebe que el hecho determinante 

del desplazamiento de la demandante ni de las amenazas y situación de zozobra que señalan, tenga 

relación con mi defendida. Tanto así que en la demanda se señala que el desplazamiento obedeció a 

actos perpetrados por “(...)hombres fuertemente armados pertenecientes al Grupo Armado al Margen 

de la Ley, comandados por SERGIO MANUEL CORDOBA AVILA, alias “El Gordo” , pertenecientes al 

Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia AUC, paramilitares al mando de SALVATORE 

MANCUSO(…)”. 

 
NEXO CAUSAL.  
 
Se ha dicho atrás - vertiendo en ello el precepto del Artículo 90 Constitucional - que la responsabilidad 

patrimonial del Estado requiere, además del daño antijurídico, que el mismo le sea imputable. 

 

El Honorable Consejo de Estado al respecto ha manifestado:  

 
“la lesión pueda ser imputada…“, ha dicho la doctrina, significa que pueda ser “…jurídicamente 

atribuida, a un sujeto distinto de la propia víctima. “17  “ La imputabilidad consiste, pues, en la 

determinación de las condiciones mínimas necesarias para que un hecho pueda ser atribuido 

 
17 Vasquez, Adolfo R. Responsabilidad Aquiliana del Estado y sus funcionarios, página 179.  
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a alguien como responsable del mismo, con el objeto de que deba soportar las 

consecuencias.”18           

 
De allí que elemento necesario para la imputación del daño es la existencia del nexo causal entre la 

actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas (Artículo 90 de la C.P.) y el daño 

antijurídico que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa.  

 

Necesaria la causalidad, no resulta siempre suficiente cuando de imputar el daño se trata, pues, como 

lo enseñan García de Enterría y Tomás Ramón Fernández, “El supuesto más simple que cabe 

imaginar es, naturalmente, el de la causación material del daño por el sujeto responsable. En tal caso, 

la imputación de responsabilidad, en cuanto fenómeno jurídico, se produce automáticamente una vez 

que se prueba la relación de causalidad existente entre la actividad del sujeto productor del daño y el 

perjuicio producido. Las cosas no se producen siempre tan simplemente, sin embargo, y ello porque 

en materia de responsabilidad civil, a diferencia de lo que ocurre en el ámbito penal, el objetivo último 

que se persigue no es tanto como el de identificar a una persona como autora del hecho lesivo, sino 

el de localizar un patrimonio con cargo al cual podrá hacerse efectiva la reparación del daño causado. 

Esta finalidad garantizadora, que está en la base de todo sistema de responsabilidad patrimonial, 

produce con frecuencia una disociación entre imputación y causalidad. Probar que existe un nexo 

causal entre el hecho que constituye la fuente normativa de la responsabilidad y el daño producido 

será siempre necesario para que la imputación pueda tener lugar y con ella pueda nacer la 

responsabilidad, pero la mera relación de causalidad entre el hecho (y su autor) y el daño no basta 

para justificar la atribución del deber de reparación al sujeto a quien la Ley califica de responsable. Así 

ocurre, por lo pronto, cuando la responsabilidad se predica de personas jurídicas, en la medida en que 

éstas sólo pueden actuar a través de personas físicas. En tales casos - y en todos aquellos en los que 

la responsabilidad se configura legalmente al margen de la idea de culpa - la imputación no puede 

realizarse en base a la mera causación material del daño, sino que tiene que apoyarse, previa 

justificación de su procedencia, en otras razones o títulos jurídicos diferentes, ya sea la propiedad de 

la cosa que ha producido el daño, la titularidad de la empresa en cuyo seno ha surgido el perjuicio, la 

dependencia en que respecto del sujeto responsable se encuentra el autor material del hecho lesivo, 

o cualquier otra. 

 
“Siendo la administración pública una persona jurídica, el problema de la imputación de 
responsabilidad se plantea en los términos que acabamos de decir, lo cual hace necesario 
precisar los títulos en virtud de los cuales pueda atribuírsela jurídicamente el deber de 
reparación.”19   (Consejo de Estado Sección Tercera. Sentencia del 27 de enero del 2000. 
Expediente 10867. M.P. Alier Hernández) 

 

 
18 Ibídem, página 180. 
19 Curso de Derecho Administrativo. Tomo II, páginas 378 y 379. 
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Por lo tanto, es elemento necesario para la imputación del daño la existencia del nexo causal entre la 

actividad (lícita o no) o la omisión de las autoridades públicas (Art. 90 de la C.P.) y el daño antijurídico 

que se reclama, de modo tal que éste sea efecto de aquellas que serán su causa. 

 

En relación con la imputabilidad del daño el Honorable Consejo de Estado ha manifestado igualmente:  

 
“Establecido el primero de los elementos que, como se dijo constituye la base misma de la 
responsabilidad patrimonial del Estado, es decir, la existencia de un daño antijurídico sufrido 
por el demandante, es menester establecer el segundo: la imputación de ese daño al Estado. 
Imputar —para nuestro caso— es atribuir el daño que padeció la víctima al Estado, 
circunstancia que se constituye en condición sine qua non para declarar la responsabilidad 
patrimonial de este último. 
De allí que elemento indispensable —aunque no siempre suficiente — para la imputación, es 
el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea el 
efecto del primero. 
Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, en cuanto 
exige —en orden a deducir la responsabilidad patrimonial del Estado—, que los daños 
antijurídicos sean “causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”, está 
refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad, tanto fáctica como jurídica. 
Rodrigo Escobar Gil se refiere al punto en estos términos: 
“... para el nacimiento de la obligación de reparar no basta sólo la imputatio facti; es decir, la 
relación de causalidad entre un hecho y un daño, sino que es necesario la imputatio juris, esto 
es, una razón de derecho que justifique que la disminución patrimonial sufrida por la víctima 
se desplace al patrimonio del ofensor”20. 

 
Leguina lo expresa de esta manera: 
 
“Para poder imputar un daño a un ente público, lo que interesa es... que el ente tenga la titularidad del 

servicio o de la actividad desarrollada por sus funcionarios”21. 

 
García de Enterría se ocupa también de los “títulos y modalidades de imputación del daño a la 

administración” y, entre ellos se ocupa de “la integración del agente en la organización o actividad” —

por la cual se ocasiona el daño, aunque advierte que “...por muy generosa que quiera ser la fórmula 

legal, es obvio que la cobertura de la administración no puede ser indefinida entre estos casos, de 

forma que alcance a los daños puramente personales del agente “puesto que “El fenómeno de 

imputación a la administración de la conducta lesiva de las personas que emplea se detiene, 

naturalmente, en los límites del servicio público, que es la referencia que la ley utiliza, excluyendo la 

actividad privada de aquéllos”22. 

 
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o 

en nexo con él, excluyendo la conducta personal del servidor público que, sin conexión con el servicio, 

 
20 Rodrigo Escobar Gil. Teoría general de los contratos de la administración pública. Legis, pág. 259  
21 ibídem, pág. 169. 

22 Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón Fernández. curso de derecho 

administrativo. editorial civitas, volumen ii, pág. 389. 
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causa un daño. (Sentencia 10948 y 11643 de octubre 21 de 1999. Consejo de estado- Sección 

tercera.). 

 
En el análisis de la imputación de falla del servicio alegada por la demandante contra el 

Ministerio de Defensa Nacional, se debe probar en que se fundamenta dicha falla, lo cual no se 

prueba dentro del proceso. 

 
DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DESPLAZAMIENTO FORZADO - PRECEDENTE 
JUDICIAL. 
 
La H. Corte Constitucional ha señalado que para que se concrete la situación de 

desplazamiento forzado se deben dar los siguientes presupuestos: 

 
“(i) La coacción, que obliga al afectado a desplazarse dentro del territorio nacional, así como 

su permanencia dentro de las fronteras del territorio nacional; (ii) La amenaza o efectiva 

violación de derechos fundamentales, toda vez que la definición legal indica que ese 

desplazamiento se produce porque la vida, la integridad física, la seguridad y la libertad 

personal “han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas”; y (iii) La existencia 

de unos hechos determinantes, tales como el conflicto armado interno; disturbios y tensiones 

interiores; violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos; 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario, “u otras circunstancias emanadas de las 

situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público”  23. 

 
Adicionalmente la Corte Constitucional ha señalado: 
 

“(…)que en caso de contradicción al momento de aplicar la definición ajustada a un caso de 

persona o personas desplazadas internamente deberá acudirse a la aplicación del “principio 

pro homine” según el cual son varios los supuestos en los que encajaría la consideración de 

una situación de desplazado interno: a) como consecuencia de la acción ilegítima de las 

autoridades del estado; b) la acción u omisión legítima del Estado; c) teniendo en cuenta la 

región del país, la estigmatización derivada para la persona y su familia cuando como 

consecuencia de un proceso penal seguido por hechos ligados al conflicto armado interno, es 

absuelto posteriormente, y amenazado por grupos armados ilegales”.24 

 
El H. Consejo de Estado ha señalado que para que se configure la responsabilidad del Estado 
por desplazamiento forzado ha de darse los siguientes presupuestos: 
 
La Sala debe examinar la responsabilidad del Estado siempre que se demuestre o acredite la i) la 

coacción que se traduzca en la imperiosa necesidad del afectado (s) de desplazarse de su lugar 

habitual de residencia (o donde está la afincó); la existencia de cualquier tipo de amenaza o la 

concreción de la violación de los derechos fundamentales (ya sea en la vida, integridad física, 

seguridad y libertad personal); y la existencia de hechos determinantes como: “conflicto armado 

interno; disturbios y tensiones interiores; violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos 

 
23 Corte Constitucional, sentencia c-372 de 27 de mayo de 2009. 
24 Corte Constitucional, sentencia T-630 de 2007. 
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Humanos; infracciones al Derecho Internacional Humanitario, “u otras circunstancias emanadas de las 

situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público”25 

 
Adicionalmente el Consejo de Estado ha señalado que: 
 

“La responsabilidad del Estado cuando se produce un desplazamiento forzado. Para el a quo, 

la responsabilidad de la entidad demandada debía analizarse bajo el régimen clásico de la 

falla en el servicio. Desde la perspectiva de la responsabilidad del Estado, el precedente de la 

Sala ha señalado, 

“Esta Sección del Consejo de Estado ha reiterado en varios pronunciamientos que en casos -

como el que ahora ocupa la atención de la Sala- en los cuales se endilga a la Administración 

una omisión derivada del presunto incumplimiento de las funciones u obligaciones legalmente 

a su cargo, el título de imputación aplicable es el de la falla del servicio”26. 

 

Dicho encuadramiento lleva a plantear la falla del servicio a partir de la omisión determinante 

en la que se encuentran incursas las autoridades públicas “en el cumplimiento de las funciones 

que el ordenamiento jurídico le ha atribuido”, de tal manera que se hace necesario evaluar el 

contenido de las obligaciones fijadas por el ordenamiento jurídico a cada entidad u órgano de 

la administración pública llamado a cumplirlas y, el grado o nivel de cumplimiento para el caso 

específico27.” 

 
DE LA FALLA DEL SERVICIO COMO PRESUPUESTO DE RESPONSABILIDAD EN 
DESPLAZAMIENTO FORZADO. 
 
El H. Consejo de Estado ha señalado los presupuestos de responsabilidad para que se configure falla 

del servicio en desplazamiento forzado, de la siguiente forma28: 

 
“Para encuadrar al supuesto mencionado, es necesario que se haya demostrado en el caso 

concreto la existencia de los hechos, de los “riesgos inminentes y cognoscibles” y de la 

omisión del Estado de adoptar todas las medidas razonables para haber precavido y prevenido 

la ocurrencia de las amenazas y/o vulneraciones de los derechos fundamentales, o de los 

derechos humanos de los demandantes, para así concretarse la situación fáctica de 

desplazamiento forzado que estos invocaron. 

 

 (…) 

 

Si bien la Inspección Municipal de La Cooperativa se encontraba en una zona que había sido 

objeto de acciones de grupos armados ilegales, lo que constituye un hecho notorio, 

específicamente el municipio de Mapiripán (Meta), con las pruebas allegadas al proceso no 

se logra determinar que se haya producido una incursión de estos grupos en la mencionada 

Inspección, o que se haya denunciado por los demandantes o la comunidad amenazas contra 

su vida, integridad y bienes, ya que no consta que los demandantes hayan acudido ante 

alguna autoridad local, departamental, la Defensoría o, del orden nacional informando y 

solicitando de las autoridades civiles, militares y policivas que operaban en esa jurisdicción la 

protección efectiva para su vida y bienes. 

 
25 Consejo de Estado – Sección Tercera, proceso 31093 
26 Sentencias de 8 de marzo de 2007, Exp. 27434; de 15 de agosto de 2007, Exps. 00004 AG y 00385 AG; de 18 de febrero 
de 2010, Exp.18436. 
27 Sentencia de 18 de febrero de 2010, Exp.18436. 
28 Sentencia del 21 de febrero del 2011. Expediente 31093. C.P. Orlando Santofimio.  
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Al no demostrarse la ocurrencia concreta de los hechos señalados en la demanda el 28 de 

diciembre de 1999, no puede la Sala inferir de manera indirecta que los demandantes se 

encontraban en una situación de desplazamiento forzado, porque si bien se trataba de una 

zona en la que se reconoció por el Estado la existencia de conflicto armado, y era un hecho 

notorio la masacre ocurrida en el mes de julio de 1998, en el municipio de Mapiripán, no puede 

esto ser suficiente para encontrar que el Estado, en el caso concreto, desatendió los deberes 

jurídicos de prevención y protección de la vida, integridad física y libertad personal de los 

demandantes, de lo contrario se abriría la posibilidad de establecer la responsabilidad del 

Estado con base valoraciones hipotéticas que no se corroboran probatoriamente, sin perjuicio 

de entender que zonas como la Inspección Municipal de La Cooperativa estaban en el 

epicentro y en la confluencia de diferentes actores armados ilegales (en las declaraciones 

recogidas en los Consejos de Seguridad realizados se pone de presente esto) y en la 

concurrencia de múltiples factores de violencia. Luego, no está plenamente acreditado el daño 

antijurídico relacionado indudablemente con la situación de desplazamiento forzado, sino que 

se pretendió afirmar en abstracto su ocurrencia. 

 

Por lo tanto, no puede la Sala considerar la existencia de una posición de garante institucional 

en abstracto, cuando el daño antijurídico no está sustentado en el caudal probatorio que obre 

en cada caso en concreto. De lo contrario, la decisión judicial tendría más una vocación de 

corrección de la política institucional, y no de decisión judicial ceñida estrictamente al daño y 

a la imputación jurídica probada dentro del proceso. El Estado tiene una obligación positiva 

frente a la protección de los derechos humanos de las víctimas del conflicto armado, lo que 

no implica que deba imputarse la responsabilidad de este sin el sustento probatorio suficiente. 

 

En ese sentido, el precedente jurisprudencial constitucional establece, 

 

“Se dice que hay derecho a protección cuando un titular de derechos fundamentales le exige 

al Estado que lo defienda frente a intervenciones injustas de terceros o del mismo Estado. El 

caso clásico es la protección a la vida. Pero en circunstancias particularmente complicadas, 

como es el caso de la violencia en Colombia, la posición no puede ser de todo o nada, sino 

que el propio Estado puede efectuar una COMPETENCIA DE PRONÓSTICO para ponderar 

cuándo y hasta donde puede dar el Estado una protección real y no teórica. Por supuesto que 

el Estado está obligado a hacer todo lo posible para proteger la vida de los asociados, máxime 

cuando el Estado debe “adoptar  medidas en favor de grupos discriminados  o marginados”29. 

 
En esta medida, para configurarse falla del servicio a cargo de la demandada, el demandante deberá 

probar: 

1. La existencia las amenazas que se señalan por los demandantes.  

2. La solicitud de protección a las autoridades frente al peligro que tenían de sus vidas o informe 

de la situación que estaban atravesando. 

3. La acción u omisión ilegitima del Estado de sus deberes. 

4. Los motivos por los cuales no han regresado a su ciudad de origen y la razón por la cual los 

motivos de su presunto desplazamiento aún continúan. 

 

 
29 Corte Constitucional, sentencia T – 327 de 1997. 
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Por otra parte, en punto al deber general de seguridad que debe prestar el Ejército Nacional y la 

Armada Nacional a los ciudadanos, se reitera que es de medio y no de resultado, por tanto la Entidad 

no está compelida a evitar en términos absolutos todas las manifestaciones de la delincuencia en la 

sociedad, excepto cuando el deber se concretice a través de medidas de protección concedidas a la 

población vulnerable o afectada y siempre que se demuestre que no fueron atendidas por la Institución.  

 
En el sub lite no reposa medio de convicción que demuestre que los demandantes hubieren solicitado 

al Ejército Nacional y a la Armada Nacional protección para ella, como para predicar que la obligación 

general de brindar seguridad a todos los habitantes de nuestra patria, se objetivizó en ella; pertinente 

es recalcar que la misión del Ejecito Nacional se concreta en defender la soberanía, la independencia 

y la integridad territorial, para contribuir a generar un ambiente de paz, seguridad y desarrollo que 

garantice el orden constitucional de la nación, no en la de proveer protección concreta a los ciudadanos 

colombianos, pues dicha competencia radica exclusivamente en otras dependencias del Estado.  

 
Vistas, así las cosas, no existe nexo de causalidad entre alguna omisión de protección o seguridad 

por parte del Ejército Nacional y la Armada Nacional y el resultado dañoso; en estas condiciones, es 

imposible formular imputación 

 
Es de tener en cuenta que el demandante señala en su demanda que su desplazamiento obedeció a 

amenazas de paramilitares, razón por la cual se configura la causal de exculpación de HECHO DE 

UN TERCERO.  

 
INIMPUTABILIDAD DE RESPONSABILIDAD A LA ENTIDAD DEMANDADA 

 

Sin duda, sostuvo el Consejo de Estado en sentencia del 9 de mayo de 2011, cuyo consejero Ponente 

fue el Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa dentro del Expediente No. 54001-23-31-000-1994-

08654-01(19976) que “en la actualidad todo régimen de responsabilidad patrimonial del Estado exige 

la afirmación del principio de imputabilidad30, según el cual, la indemnización del daño antijurídico 

cabe achacarla al Estado cuando haya el sustento fáctico y la atribución jurídica”31. Pues se reitera, 

el derecho no puede apartarse de las “estructuras reales si quiere tener alguna eficacia sobre las 

mismas”32. 

 
30 En los términos de Kant, dicha imputación se entiende: “Imputación (imputatio) en sentido moral es el juicio por medio del 

cual alguien es considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces se llama acto (factum) y está sometida a 
leyes; si el juicio lleva consigo a la vez las consecuencias jurídicas del acto, es una imputación judicial (imputatioiudiciaria), 
en caso contrario, sólo una imputación dictaminadora (imputatiodiiudicatoria)”. KANT, I. La metafísica de las costumbres. 

Madrid, Alianza, 1989, p.35. 
31 El “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad. De conformidad con éste, la 

indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista título jurídico de atribución, es decir, cuando de la 
voluntad del constituyente o del legislador pueda deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública compromete al 
Estado con sus resultados”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 25 de marzo de 2003. 
32 “Tenía razón Welzel al considerar que el Derecho debe respetar estructuras antropológicas como la capacidad de 
anticipación mental de objetivos cuando se dirige al hombre mediante normas. Desde luego, si el ser humano no tuviera 

capacidad de adoptar o dejar de adoptar decisiones teniendo en cuenta motivos normativos, sería inútil tratar de influir en el 
comportamiento humano mediante normas prohibitivas o preceptivas”. MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la 
imputación objetiva en el derecho penal”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 05-05-2003 

[http://criminet.urg.es/recpc], pp.6 y 7. 
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Y continúa indicando: 

 

En cuanto a esto, cabe precisar que la tendencia de la responsabilidad del Estado en la actualidad 

está marcada por la imputación objetiva, título autónomo que “parte de los límites de lo previsible por 

una persona prudente a la hora de adoptar las decisiones”33. Siendo esto así, la imputación objetiva 

implica la “atribución”, lo que denota en lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, más que una 

descripción. Luego, la contribución que nos que nos ofrece la imputación objetiva, cuando hay lugar a 

su aplicación, es la de rechazar la simple averiguación descriptiva, instrumental y empírica de “cuando 

un resultado lesivo es verdaderamente obra del autor de una determinada conducta”34.  

 

Esto, sin duda, es un aporte que se representa en lo considerado por Larenz según el cual había 

necesidad de “excluir del concepto de acción sus efectos imprevisibles, por entender que éstos no 

pueden considerarse obra del autor de la acción, sino obra del azar”35. Con lo anterior, se logra 

superar, definitivamente, en el juicio de responsabilidad, la aplicación tanto de la teoría de la 

equivalencia de condiciones, como de la causalidad adecuada, ofreciéndose como un correctivo de la 

causalidad, donde será determinante la magnitud del riesgo y su carácter permisible o no36. 

 

Dicha tendencia es la que marcó el precedente jurisprudencial constitucional, pero ampliando la 

consideración de la imputación (desde la perspectiva de la imputación objetiva) a la posición de 

garante donde la exigencia del principio de proporcionalidad es necesario para considerar si cabía la 

adopción de medidas razonables para prevenir la producción del daño antijurídico, y así se motivara 

el juicio de imputación. 

 
En los anteriores términos, la responsabilidad extracontractual del Estado se puede configurar una vez 

se demuestre el daño antijurídico y la imputación (desde el ámbito fáctico y jurídico), hecho este que 

como se ha sostenido a lo largo de este escrito no se prueba.  

 
LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO FRENTE A LAS PERSONAS RESIDENTES EN COLOMBIA 
 
Frente a las obligaciones que tiene el Estado en torno a las personas naturales residentes en 

Colombia, es necesario hacer el siguiente repaso constitucional: 

 

 
33 “El Derecho se dirige a hombre y no a adivinos. Declarar típica toda acción que produzca un resultado dañoso, aun cuando 

éste fuese imprevisible, significaría que la ley no tiene en cuenta para nada la naturaleza de sus destinatarios; pues una 
característica del hombre es precisamente la de que no puede prever más que muy limitadamente las consecuencias 
condicionados por sus actos. Vincular un juicio de valor negativo (el de antijuridicidad) a la producción de un resultado que el 

hombre prudente no puede prever sería desconocer la naturaleza de las cosas (más concretamente): la naturaleza del 
hombre”. GIMBERNAT ORDEIG, E. Delitos cualificados por el resultado y relación de causalidad. Madrid, 1990, pp.77 ss. 
34 MIR PUIG, Santiago. Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el derecho penal”, ob., cit., p.7.  
35 LARENZ, K. “Hegelszurechnungslehre”, en MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el 
derecho penal”, ob., cit., p.7. 
36 JAKOBS, G. La imputación objetiva en el derecho penal. Bogotá, Universidad Externado, 1994. 
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El artículo 2º inciso 2º de la Carta Magna, hace recaer en la autoridad de la República, la obligación 

de proteger entre otros derechos fundamentales, el de la vida: 

 

“Artículo 2º LOS FINES DEL ESTADO (…) 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, 

y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”  

 

En lo que hace a la responsabilidad jurídica de las autoridades el artículo 6º constitucional preceptúa: 

 

“Artículo 6º LIBERTAD INDIVIDUAL Y PRINCIPIO DE LEGALIDAD. Los particulares sólo son 

responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores 

Públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 

funciones” 

 

Por su parte el artículo 90 en su inciso 1º nos habla de la responsabilidad extracontractual del Estado 

cuando dice: 

 

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 

causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser 

condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido 

consecuencia de la conducta dolosa o gravemente Culposa de un agente suyo, aquél deberá 

repetir contra éste”. 

 

Pues bien, luego de este recuento normativo, cabe preguntar: ¿Hasta dónde llega la obligación del 

Estado Colombiano de proteger la vida de los residentes en este país? 

 

Es claro, que conforme a las normas constitucionales, existe el deber de las autoridades de proteger 

la vida e integridad de todas las personas residentes en Colombia, dentro de un marco de igualdad 

sin ningún tipo de discriminación, pero esta obligación igualmente se sujeta a algunos parámetros, el 

cual es el conocimiento de los hechos para que puedan actuar, ya que para el Estado – Fuerza Pública 

le es imposible cuidar a cada uno de los habitantes del país. 

 
El H. Consejo de Estado37 ha compartido esta tesis al señalar: 
 

“RELATIVIDAD DE LA FALLA DEL SERVICIO - Concepto. Alcances / FALLA RELATIVA DEL 
SERVICIO - Concepto. Alcances / RELATIVIDAD DE LA OBLIGACION - Capacidad estatal 
limitada 
 
No obstante, cabe señalar que la Sala ha considerado que a pesar de que es deber del Estado 
brindar protección a todas las personas residentes en el país, no le son imputables todos los 

 
37 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia del 27 de abril del 2011 , Expediente (20374) 
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daños a la vida o a los bienes de las personas causados por terceros, porque las obligaciones 
del Estado son relativas, en tanto limitadas por las capacidades que en cada caso concreto 
se establezcan, dado que “nadie está obligado a lo imposible”. Aunque, se destaca que esta 
misma Corporación en providencias posteriores ha aclarado que la relatividad de las 
obligaciones del Estado no excusa su incumplimiento, sino que debe indagarse en cada caso 
si en efecto fue imposible cumplir aquéllas que en relación con el caso concreto le 
correspondían.” 

 
CARGA DE LA PRUEBA (ART. 167 CGP). 
 
El inciso primero del artículo 167 del C.G.P señala que “Incumbe a las partes probar el supuesto de 

hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.” (…).  

 
Dicha preceptiva consagra la regla subjetiva de la carga de la prueba, acogida y aplicada en nuestra 

legislación, según la cual las partes están llamadas a aportar las pruebas que sustenten sus 

pretensiones, so pena de que las mismas sean desestimadas. Así lo enseña el profesor Hernando 

Devis Echandía38: 

 
“Pero, simultánea e indirectamente, dicha regla determina qué hechos debe probar cada parte 
para no resultar perjudicada cuando el juez la aplique (a falta también de prueba aportada 
oficiosamente o por la parte contraria, dada la comunidad de la prueba, que estudiamos en el 
núm. 31, punto 4), puesto que, conforme a ella, la decisión debe ser adversa a quien debería 
suministrarla, y, por tanto, le interesa aducirla para evitar consecuencias desfavorables.” (…) 
Subrayas fuera de texto. 

 
Esta carga procesal, implica la responsabilidad de las partes por su conducta durante el proceso, 

tendiente a allegar la prueba de los hechos que la benefician y a controvertir la de aquellos que han 

sido acreditados por el contrario y que pueden perjudicarla; en este orden de ideas, puede decirse que 

a las parte le es dable colocarse en una total o parcial inactividad probatoria por su propia cuenta y 

riesgo. 

 
Este principio contiene una regla de conducta para el juzgador, en virtud de la cual, cuando falta la 

prueba del hecho que sirve de presupuesto a la norma jurídica que una parte invoca a su favor, debe 

fallar de fondo y en contra de esa parte39. Así pues, el fallador puede cumplir con su función de resolver 

el litigio cuando ante la ausencia de elementos probatorios, sin tener que abstenerse, para dar 

cumplimiento a los principios de economía procesal y eficacia de la función. 

 
En suma, quienes hagan parte de la litis, deben participar activamente en el recaudo del material 

probatorio, para impedir al fallador que ante la escasez de medios de convicción, dirima el conflicto 

aún en contra de lo pretendido por ellas. 

 

 
38DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial, Tomo I. Bogotá: Editorial Temis, Quinta Edición, 2006. 
p.405, 406. 
39 DEVIS ECHANDÍA, Hernando; Compendio de Derecho Procesal. Pruebas Judiciales, Décima Edición; Biblioteca Jurídica 
Diké, Medellín, 1994, T.II, p. 27. 
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Ahora bien, ante la escases probatoria que rodea el caso sub judice, en cuanto a los perjuicios 

incoados, será carga de la parte actora acreditar los supuestos de hecho de las normas que consagran 

el efecto jurídico que pretenden, impuesta por el artículo 167 del CGP, misma que se traduce en este 

evento, en la demostración de una obligación de seguridad concreta por parte del Ejército y la Armada 

Nacional frente a la demandante y que pese a ello la Institución no tomó las medidas de protección 

del caso; no de otra forma podría derivarse responsabilidad de mi prohijada por falla en el servicio. 

 
De conformidad con los argumentos jurídicos expuestos anteriormente, solicito se nieguen las 

pretensiones de la demanda en consideración a que contrario a lo afirmado por la parte demandante 

y como consecuencia de una valoración en conjunto de la totalidad del material probatorio allegado, 

debe concluirse que no se probó que el daño fuera imputable al Estado. 

 
VI. OPOSICIÓN A PRUEBAS:  

 
 

A) OPOSICIÓN A PRUEBA TESTIMONIAL:  
 
Señor Juez, me opongo rotundamente a la realización de la prueba testimonial ya que el demandante 

no cumplió con los requisitos establecidos en el Artículo 212 del CGP, el cual establece en su tenor 

literal:  

“ARTÍCULO 212. PETICIÓN DE LA PRUEBA Y LIMITACIÓN DE TESTIMONIOS. Cuando se 

pidan testimonios deberá expresarse el nombre, domicilio, residencia o lugar donde pueden 

ser citados los testigos, y enunciarse concretamente los hechos objeto de la prueba. 

El juez podrá limitar la recepción de los testimonios cuando considere suficientemente 

esclarecidos los hechos materia de esa prueba, mediante auto que no admite recurso.” 

B) OPOSICIÓN A PRUEBA PERICIAL:  

Señor Juez, me opongo rotundamente al decreto de la prueba pericial por innecesaria, toda vez que 

la jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido presunción para decretar los perjuicios 

morales, por la afectación que pudieron sufrir las víctimas directas de desplazamiento forzado. 

En ese orden de ideas, el señor apoderado de los demandantes no enunció concretamente los hechos 

sobre los cuales estos se pronunciarían, por lo que la solicitud de la prueba NO CUMPLE con los 

requisitos del Artículo precitado, y en consecuencia no debe ser decretada. . 

VII. PRUEBA QUE SE APORTA: 

 
- Informe emitido por el Segundo Comandante Brigada de Infantería de Marina Nº 1 de fecha 26 de 

octubre de 2020 – Oficio Nº 0185 MDN-COAGFM-COARC-SECAR-CIMAR-CBRIM1-SCBRIM1-

JB3BRIM1-ASJUROP-1.9, en relación a los hechos mencionados en la presente demanda; 

Jurisdicción de la Armada Nacional en el Departamento de Bolívar para el año 1999; resultados 

operacionales efectivos en cumplimiento de labores de restablecimiento del orden público; 
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situación de orden publico en la zona; y operaciones de registro y seguridad adelantadas en el 

municipio de SAN JACINTO – Departamento de Bolívar. 

 

VIII. PRUEBAS QUE SE SOLICITAN: 

 

1. Solicito muy respetuosamente se sirva oficiar al Comandante Brigada de Infantería de Marina 

N.º 1, con el fin de que informe lo siguiente:  

 

- Se certifique y/o informe la jurisdicción de la Armada Nacional en el Departamento de Bolívar para 

el año 1999 indicando los correspondientes Municipios que la conforman, número de hombres 

disponibles para la época y resultados operacionales efectivos en cumplimiento de labores de 

restablecimiento del orden público. 

- Certificación en la cual se informe si recibieron solicitud de protección y/o denuncias de la parte 

demandante, señores BERNARDA DEL CARMEN HERRERA ARROYO, DAINER DE JESUS 

ORTIZ HERRERA, ASTRID CAROLINA ORTIZ HERRERA, Y MARIA FERNANDA ORTIZ 

HERRERA o solicitudes de protección a la demandante por parte de la Defensoría, Personería o 

cualquier entidad entre los años 1998 y 1999, por amenazas por parte de grupos armados al 

margen de la ley. En caso de existir remitir copia de las mismas. 

- Informar y/o certificar cual era la situación de orden público en el corregimiento de BAJO GRANDE 

municipio de SAN JACINTO – Departamento de Bolívar, para el año 1999 y las labores realizadas 

para el restablecimiento del orden público y fecha de restablecimiento del orden público en la 

zona.  

- Informe o copia de las operaciones de registro y seguridad adelantadas, tropas y/o personal que 

se encontraban en el corregimiento de BAJO GRANDE municipio de SAN JACINTO – 

Departamento de Bolívar en el año 1999. 

 

Lo anterior teniendo en cuenta que pese haberse solicitado mediante Oficio de fecha  24 de febrero 

de 2021, del cual se adjunta copia, aún no han sido recibidas.  

 
 

IX. DOMICILIO Y NOTIFICACIONES 

 

La parte demandada, Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Ejército y Armada Nacional y su 

representante legal, tienen su domicilio en Bogotá, en la avenida el Dorado Carrera 52 CAN EDIFICIO 

DEL MINISTERO DE DEFENSA. Correo electrónico de la entidad: notificaciones. 

cartagena@mindefensa.gov.co. 

mailto:@mindefensa.gov.co


 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - DIRECCION DE ASUNTOS LEGALES  

GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL – SEDE BOLIVAR 
_____________________________________________________________________________________________________________ 

29 

La suscrita apoderada tiene su domicilio en esta ciudad, Oficina del Grupo Contencioso Constitucional 

del Mindefensa, ubicada en la Base Naval ARC Bolívar, Coliseo Segundo Piso, situada en la entrada 

del barrio Bocagrande de Cartagena, donde recibiré notificaciones o en la secretaria de su Despacho, 

y al correo electrónico katherineanaya1989@gmail.com. 

 

IX. ANEXOS 

 

a) Los documentos relacionados en el acápite de pruebas.  

b) Poder otorgado para el asunto y sus anexos. 

 
Cordialmente, 

 

 
______________________________________ 

KATHERINE ANAYA SANTIAGO 
C.C. 1143333033 de Cartagena 

T.P. 218205 del C. S. de la J. 
 

mailto:katherineanaya1989@gmail.com




katherine anaya <katherineanaya1989@gmail.com>

RV: PODERES CARTAGENA_0009.pdf 

katherine anaya santiago <katherine-anaya@hotmail.com> 26 de marzo de 2021 a las 16:16
Para: katherine anaya <katherineanaya1989@gmail.com>

 

 

Enviado desde Correo para Windows 10

 

De: Maria Magdalena Narvaez Vasquez 
Enviado: lunes, 15 de marzo de 2021 5:22 p. m. 
Asunto: RV: PODERES CARTAGENA_0009.pdf

 

REENVIO PODERES PARA ASUMIR DEFENSA PROCESOS A SU CARGO

 

MARIA MAGDALENA NARVAEZ VASQUEZ 

FUNCIONARIA GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL

SEDE BOLIVAR

De: Maria Magdalena Narvaez Vasquez <Maria.Narvaez@mindefensa.gov.co> 
Enviado: viernes, 12 de marzo de 2021 3:14 p. m. 
Para: magdalena.narvaez@hotmail.com <magdalena.narvaez@hotmail.com> 
Asunto: RV: PODERES CARTAGENA_0009.pdf

 

 

 

De: Jammy Marjory Castañeda Martinez  
Enviado el: jueves, 11 de marzo de 2021 01:39 p.m. 
Para: Maria Magdalena Narvaez Vasquez 
Asunto: PODERES CARTAGENA_0009.pdf

 

BUENAS TARDES ENVIO PODERES
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REPUBLICA DE COLOMBIA

MINISTERIo DE DEFENSA NACIONAL

RESOLUCION NÚMERO 0 3 71 oe 

01 MAR 2021 
For ia cual se hace un nombramiento ordinario en la planta de empleados püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional- Unidad de Gestión General

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL

En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas enel articulo 208de
la constitución Politica, literal g articulo 61 de la Ley 489 de 1998, en concordancia con lo dispuesto en 

los articulos 13 y 14 del Decreto Ley 091 de 2007 

RESUELVE

ARTICUL01. Nombrar al Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁAN, identificado con 

la cédula de ciudadania No. 93.402.253, en el empleo de Libre Nombramiento y Remoción, Director del 

Sector Defensa, Código 1-3, Grado 18, de la Planta Global de Empleados Püblicos del Ministerio de 

Defensa Nacional Unidad de Gestión General Dirección de Asuntos Legales, por haber reunido losS 

requisitos para el empleo, teniendo en cuenta la necesidad del servicio. 

ARTICULO 2. Comunicar a través del Grupo de Talento Humano de la Dirección Administrativa del 

Ministerio de Defensa Nacional- Unidad de Gestión General, el presente Acto Administrativo. 

ARTICUL0 3. La presente resolución rige desde la fecha de su publicación y surte efectos fiscales

a partir de la posesión en el mencionado cargo. 

PUBLIQUESE, COMUNÍQUESE Y CÜMPLASE 

Dada en Bogotá, D.C.0 1 MAR 2021 

EL MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 

DIEGOANDR�S MOLANO APONTE 

Vo Bo SecretarioGeneral 
Vo Bo Directora Administrativa
Vo. Bo Coordinadora Grupo Talento humano 

Proyecto PD Sashenka Pinedo



FORMATO Codigo: GT-F-008
MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Republica de Colombia
Versión: 1 

Acta de poseslón Vigente a partir de: 29 de agosto de 2019 
bertud y Orden

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Libortad y Orden 

ACTA DE POSESIÓN FUNCIONARIos 

ACTA DE POSESIÓN No. 0023-21
FECHA 1 de Marzo de 2021 

En la ciudad de Bogotà D.C., se presentó al DESPACHO DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL 
quien reasume la facultad para la presente posesión, el Doctor JORGE EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN,
identificado con cédula de Ciudadania No. 93.402.253, con el fin de tomar posesión del empleo DIRECTOR DEL 
SECTOR DEFENSA, CÓDIGO 1-3, GRADO 18 de la PLANTA GLOBAL de empleados públicos del Ministerio 
de Defensa Nacional-Unidad de Gestión General - Dirección de Asuntos Legales, en el cual fue NOMBRADO, 

mediante Resolución No. 0371 del 1 de marzo de 2021. 

Manifestó, bajo la gravedad de juramento, no estar incurso en causal alguna de inhabilidad general o especial, 
de incompatibilidad o prohibición de las establecidas por los decretos 2400 de 1968, 1083 de 2015, ley 734 de 
2002 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 141 del decreto 2150 de 1995, solo se exige la presentación de la 
cédula de ciudadanía. 

FiFFa delPosesionado DIEGO ANDRES MOLANO APONTE 
Ministro de Defensa Nacional



katherine anaya <katherineanaya1989@gmail.com>

SOLICITUD DE INFORMACION BERNARDA HERRERA 

katherine anaya <katherineanaya1989@gmail.com> 24 de febrero de 2021 a las 16:20
Para: "Notificaciones Contenciosos Administrativos, ASJUR" <noticontenciosoarc@armada.mil.co>

Cartagena de Indias D.T. Y C.  Febrero de 2021.  

 
Señor
COMANDANTE BASE NAVAL ARC BOLÍVAR
Ciudad
 
 

Medio de
control

REPARACION
DIRECTA

Radicado
13001-33-33-
005-2019-
00143-00

Demandante
BERNARDA
DEL
CARMEN
HERRERA

Demandado
MINISTERIO
DEL
INTERIOR Y 
OTROS

 
           

ASUNTO:                                            SOLICITUD DE INFORMACIÓN
 

Cordial saludo:
 
Por medio de la presente me dirijo a usted muy respetuosamente con el fin de comunicarle que fuimos notificados del proceso
descrito en la referencia, a través del cual la parte  demandante pretende que se le reparen perjuicios materiales e inmateriales por
presunto desplazamiento forzado dado con ocasión a presuntos actos violentos desplegados el dia 22 de octubre de 1999 en el
corregimiento de Bajo Grande, municipio de San Jacito – Bolivar, por parte de un grupo armado al margen de la Ley “…comandados
por SERGIO MANUEL CORDOBA AVILA, alias “El Gordo” , pertenecientes al Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia
AUC…”; hechos frente a los cuales, manifiesta la demandante que presuntamente las Fuerzas Armadas de Colombia eran
conocedoras de la situación y no hicieron nada para evitarlos, antes por el contrario, presuntamente coadyuvaron a la
materialización de los presuntos hechos.

Por lo anterior adjunto requerimiento de información para elaborar la defensa de la entidad dentro del presente asunto. 

KATHERINE ANAYA SANTIAGO. 
ABOGADA
Correo electrónico: katherineanaya1989@gmail.com 
Celular: 3015990437. 

SOLICITUD INFORMACION REP DIR BERNARDA HERRERA ARROYO.pdf 
518K

mailto:katherineanaya1989@gmail.com
https://mail.google.com/mail/u/0?ui=2&ik=cb668c94c6&view=att&th=177d5e9e5065e209&attid=0.1&disp=attd&realattid=f_kljxygrh0&safe=1&zw

